En la Ciudad de San Salvador de Jujuy, capital de la provincia de Jujuy, República Argentina, a los 11 días del mes de septiembre del año dos mil doce, los señores Vocales de la Sala Primera de la Cámara en lo Civil y Comercial, doctores MARIA ROSA CABALLERO DE AGUIAR; MARÍA VIRGINIA PAGANINI y VÍCTOR EDUARDO FARFÁN, vieron el EXPTE. Nº B-183.734/08: caratulado: ORDINARIO POR DAÑOS Y PERJUICIOS: VIERA CLAUDIA EUGENIA por sí y en representación de sus hijos menores C/ PÁRRAGA ROLANDO HUMBERTO, en los que, 

LA DRA. MARIA ROSA CABALLERO DE AGUIAR, dijo: 

1. Por estos obrados, comparece el doctor HÉCTOR GUILLERMO FIGUEROA, en representación de la señora CLAUDIA EUGENIA VIERA, quien comparece por sí y en representación de sus hijos menores A. V.; B. M.; P. M. y C. I. G., promoviendo demanda ordinaria por daños y perjuicios, en razón del incumplimiento contractual doloso que se denuncia, en contra del señor ROLANDO HUMBERTO PÁRRAGA, solicitando que se condene al demandado a reparar íntegramente los daños y perjuicios causados a sus mandantes, con más intereses y costas. 

Sustenta su acción, en las razones de hecho y de derecho que expone y conforme las cuales dice que en fecha 15 de julio de 2005 se suscribió un contrato de locación, por el cual el demandado en su carácter de locador entregó a la actora en su carácter de locataria una unidad ubicada en calle Villafañe Nº 358 del Barrio Alberdi de esta Ciudad, destinada a la vivienda del grupo familiar de esta última. Sostiene que por la cláusula sexta del contrato, el pago del servicio eléctrico se haría por la tercera parte de la factura, pues le correspondía compartir dichos gastos con los otros ocupantes del inmueble y por el término de seis meses, plazo en el cual se realizarían los trámites pertinentes a los fines de habilitar el medidor correspondiente. Igual camino se siguió con el servicio de agua. Este punto, dice, resulta trascendental para meritar la conducta del accionado, toda vez que jamás se hubiera podido autorizar un nuevo medidor, atento a las paupérrimas condiciones en que se encontraba la vivienda. 

Destaca que no era cierta la cláusula octava, en cuanto reza que el locatario recibe el “local” en buenas condiciones, pues el inmueble objeto del contrato resultó inhabitable. 

Afirma que al poco tiempo comenzaron los problemas en la vivienda, referidos a humedad y olores nauseabundos, los cuales fueron comunicados a su dueño o locador, ahora demandado, quien manifestaba que haría las reparaciones que nunca hizo. La propia locataria debió contratar un obrero para que solucione momentáneamente el problema para minimizar riesgos, porque para la solución definitiva, era necesario realizar una obra nueva, dado que existían roturas de cloacas. En fecha 12 de diciembre de 2006, su parte intimó al locador a que dé cumplimiento con sus obligaciones contractuales incumplidas, esto es reparación del techo, del patio, reparación del daño causado a su hija de siete años por la picazón de un insecto, etc. Frente al silencio e incumplimiento deliberado del accionado, su mandante remitió carta documento en fecha 27 de diciembre de ese mismo año, por la cual hacía uso de la facultad acordada por el art. 1201 del C.Civil, de no abonar el alquiler correspondiente al mes de diciembre de 2006, como los posteriores, hasta tanto el accionado cumpliera con la intimación cursada. Ante ello el demandado contestó extemporáneamente, desconociendo las acusaciones vertidas por su parte e intimándole a pagar la suma de $ 1.000, en concepto de alquileres adeudados por los meses de agosto a diciembre de ese año. 

En otro apartado destaca la afectación del medio ambiente y las repercusiones en la salud de la actora y su familia, por lo que su parte efectuó denuncias administrativas, pudiendo constatar tanto la Dirección de Medio Ambiente del municipio capitalino, como el Departamento de Salud Ambiental dependiente del Ministerio de Salud de Jujuy, la veracidad de lo expuesto por su parte, quien dictaminó que se hacía imposible permanecer en la vivienda, por riesgo sanitario. También se destacó riesgo de vida para los ocupantes de la vivienda por la mala instalación eléctrica, con humedad en pisos y paredes, por el estancamiento de los líquidos cloacales y lluvias permanentes, comprobándose que la instalación de luz era precaria, con conexión directa al cable aéreo, aduciendo la denunciante que comparte la luz con otros dos vecinos. 

Aclara que su si bien su mandante decidió quedarse en la vivienda, lo hizo por necesidad, ya que su cónyuge y padre de sus hijos, no podía trabajar, por una fractura. 

Por capítulo aparte brinda los fundamentos jurídicos de la demanda, haciendo hincapié en el derecho de los seres humanos a un ambiente digno y saludable, como atributo de la personalidad, así como el derecho del hombre a la incolumidad de su cuerpo y de su salud física y mental. En este caso, sostiene, los daños y perjuicios producidos a su mandante y grupo familiar, por la degradación del medio ambiente, tienen su origen en una responsabilidad contractual, ello dice, sin perjuicio de la opción aquiliana que autoriza el art. 1107 del C.Civil, y en la responsabilidad objetiva por riesgo o vicio de la cosa, prevista por el art. 1113, 2º parte del C.Civil. 

En cuanto a los daños reclama la reparación integral de todos los soportados por sus representados, por la sumas de $ 30.000, o lo que mas o en menos surja de la prueba a rendirse. En cuanto a los rubros reclama la reparación de los daños físicos y psíquicos que sufrieron tanto su mandante como sus cuatro hijos menores; incapacidad física, daño moral, gastos médicos y gastos futuros, todo con intereses y costas. Hace reserva del caso federal. 

De todo lo expuesto ofrece pruebas, solicita beneficio de justicia gratuita y concluye peticionando que oportunamente se haga lugar a la demanda en todas sus partes, con y costas. 

2. Sustanciado el traslado de ley comparece a fs. 73/79 la doctora GABRIELA SONIA GAMARRA, en representación del demandado, contestando la demanda incoada en su contra, solicitando su rechazo con expresa imposición de costas. 

En su contestación formula negativas genéricas y puntuales de los hechos invocados por la contraria que no fueran reconocidos por su parte. Reconoce expresamente que su mandante celebró un contrato de locación para vivienda con la actora, con vigencia de dos años, desde el 31 de julio de 2005 hasta el 31 de julio de 2007; que por el servicio de luz se acordó el pago de la tercera parte y que la actora recibió el inmueble en buenas condiciones. Luego expone los que dice son los verdearos hechos, y así relata que las partes suscribieron el contrato de locación antes referido, con vigencia en las fechas indicadas, contrato que fue firmado por la actora en pleno uso de sus facultades, habiendo la misma inspeccionado el inmueble, ofreciendo como garante a su suegro. El inmueble fue entregado en buenas condiciones, como reza la cláusula octava, y por la suma de $ 200 mensuales, por lo que no podía pretenderse una mansión. La actora conocía también que el servicio de luz era compartido, y que no se pudo instalar el medidor, porque la misma no efectuó los trámites a que se había comprometido. La actora tampoco cumplió con su obligación de pagar el alquiler, que suspendió desde agosto de 2006, hasta la fecha de su desocupación, supuestamente en agosto de 2007, por lo que dice, la misma vivió gratuitamente en el inmueble de propiedad de su mandante, poniendo en riesgo aparente la propia vida y de sus hijos menores. 

Afirma que desde el comienzo de la locación, en julio de 2005 y hasta diciembre de 2006, la locadora nunca manifestó a su locador, ni en forma verbal ni por escrito, la crítica situación que atravesaba el inmueble objeto de la locación. Que el problema de la cámara séptica del patio, fue atendido por el locador, quien llevó -por cuenta propia- plomeros para que arreglen los desperfectos, citando los datos de las personas que realizaron los trabajos necesarios a tales fines, así como se construyó otra cámara de inspección, arreglando los caños, etc. Destaca también que cuando la actora llevó el plomero, los gastos fueron descontados del alquiler. 

Denuncia que la demandante no sólo no cumplió con la obligación del pagar el alquiler, sino con otra obligación fundamental, esto es la guarda y conservación de la cosa dada en locación, dejando el inmueble abandonado en condiciones deplorables, según acta de constatación efectuada por escribana pública. Su parte tomó conocimiento que la actora abandonó el inmueble, por un motociclista de la empresa RAPI MOTO, que le hizo entrega de las llaves. 

Afirma que la demandante ha hecho un ejercicio abusivo de derecho y sigue perjudicando a su parte económica y moralmente. Destaca que fue la conducta de aquella la que produjo los daños que denuncia, quien trabajaba con yeso y enseñaba a usarlo, material que causaba que las cañerías se deterioraran. Este uso comercial del inmueble también afectaba el destino de la locación. 

En cuanto a los daños denunciados en la demanda, sostiene que su parte no puede asumir responsabilidad alguna al respecto, si se tiene en cuenta que la propia actora permaneció en el inmueble alquilado más allá del término de vigencia de la locación en perjuicio del propietario y a costa de la salud de su grupo familiar. La demandante, dice pretende enriquecerse a costa del demandado. 

Con relación a las actuaciones del Departamento de Salud Ambiental, dependiente del Ministerio de Salud, lo niega y desconoce, haciendo notar que su parte no estuvo presente en el momento de la toma de muestras efectuadas, sin que se haya citado al propietario. En cuanto a las actuaciones de la Dirección de Higiene Urbana y Medio Ambiente de la Municipalidad de San Salvador de Jujuy, reconoce que su mandante fue sancionado con amonestación, pero no se le informó que la misma fuera por haberse comprobado alguna falta de las que hace referencia la actora. 

De todo lo expuesto ofrece pruebas y concluye solicitando que oportunamente se rechace la demanda, con costas. 

3. Recibida la causa a prueba y oídos los alegatos de las partes, estos obrados han quedado en estado de resolver, por lo que cabe entrar a considerar las cuestiones en debate. 

3.1. Con relación a los hechos expuestos debemos decir que no se encuentra discutida en autos la relación contractual existente entre las partes, a tenor del contrato cuya copia obra a fs. 26/28. 

Ahora bien, por la cláusula octava de dicho contrato, se estipula que el inmueble se entrega en buenas concisiones y que las mejoras que el locatario hiciera serían descontadas del alquiler a abonar a la locadora, previa autorización por escrito y acuerdo de las partes. Ahora bien, la locadora denuncia, al promover esta demanda, que dicha cláusula no se correspondía con la realidad, pues el inmueble se encontraba en tan malas condiciones que hasta afectaba la salud de ella y su grupo familiar, así como el medio ambiente. Por su parte la demandada aduce que hasta diciembre de 2006, la actora nunca le manifestó, ni en forma verbal ni por escrito, la crítica situación que atravesaba el inmueble objeto de la locación, así como que el problema de la cámara séptica del patio, fue atendido por el locador, quien llevó por cuenta propia, plomeros para que arreglaran los desperfectos, construyendo otra cámara de inspección, arreglando los caños, etc. e imputa los problemas en las cañerías por el uso de yeso que utilizaba la locadora para dar clases sobre el uso de este material. También destaca que cuando la actora se hizo cargo de la reparación, los gastos fueron descontados del alquiler. Denuncia que la demandante no cumplió con la obligación del pagar el alquiler ni el de guarda y conservación de la cosa dada en locación, dejando el inmueble abandonado en condiciones deplorables, según acta de constatación efectuada por escribana pública. Afirma entonces que fue la conducta de la demandante la que produjo los daños que denuncia. 

3.2. Así las cosas, el tema esencial a dilucidar en estos obrados es si se dan en el caso los presupuestos esenciales para que prospere el pretendido resarcimiento de daños y perjuicios, esto es si existió incumplimiento contractual del demandado doloso o culposo o hecho ilícito imputable al mismo; si se acreditaron los daños denunciados en la demanda y si existió nexo de causalidad adecuada en los supuestos daños y la conducta que se imputa a la parte demandada, ya sea a título de incumplimiento contractual o por el hecho ilícito que se denuncia. 

3.3. Partiendo de aquella premisa debemos decir que en autos no se ha ofrecido ninguna prueba técnica tendiente a demostrar cuales fueron las causas de los desperfectos denunciados en la vivienda alquilada, fecha en que los mismos se produjeron, etc. Tampoco se recibió prueba testimonial alguna, pues las partes desistieron de la ofrecida oportunamente. 

El informe sanitario presentado a fs. 23/25, que da cuenta de una inspección en el inmueble alquilado, constituye un trámite administrativo sin participación del demandado, por lo que aparece como una prueba preconstituida a este juicio y unilateral, sin que el Sr. Párraga hubiera podido ejercer su derecho de defensa al respecto. De todos modos, dicho informe se efectuó luego de una inspección cumplida en fecha 12 de enero de 2007, esto es con posterioridad a un año y casi seis meses de vigencia del contrato, faltando cinco meses para la conclusión de la locación. 

De igual modo, el Expte. Nº 16-211/2007, de la Dirección de Obras Particulares de la Municipalidad de San Salvador de Jujuy, se inició en enero de 2007, ya casi al finalizar el contrato. 

En cuanto al intercambio epistolar, la primera intimación que formula la actora al demandado, es en fecha 12 de diciembre de 2006 (fs. 36), oportunidad en que se intima al Sr. Párraga a reparar techos, solucionar el problema del patio, afirmándose que “hace más de un mes aproximadamente que el patio no se puede usar ni gozar conforme a destino, ya que el mismo se encuentra con perdidas de agua y desechos de los caños y de la cámara séptica”, a la vez que se pide al demandado se haga cargo del daño ocasionado a su hija menor de edad, víctima de la “picasón por un insecto” (sic). Luego en fecha 27 de diciembre de ese mismo año, la demandante remite una segunda carta documento (fs. 35), por la cual comunica al demandado que hará uso de la facultad del art. 1.201 del C.Civil, dejando de abonar los alquileres correspondientes a partir de ese mes y los sucesivos. Dichas misivas son contestadas por el demandado por carta documento de fs. 34, en fecha 09 de enero de 2007 y por la cual se desconoce las deficiencias denunciadas en techo, en la instalación de cables de energía eléctrica, pues dice nunca se le notificó al respecto. Respecto de los desperfectos en las instalaciones cloacales del patio, afirma que fueron solucionadas por su parte, a su costa. Denuncia en esta oportunidad la falta de cuidado de la actora por su utilización del bien locado para fines comerciales. Afirma que los olores nauseabundos, la existencia de nido de moscas y otra clase de bichos, denunciados son responsabilidad de la locadora, a la vez que niega y desconoce los daños denunciados como producidos a la hija menor de la ahora demandante. A su vez intima a aquella a abonar los alquileres atrasados, correspondientes a los meses de agosto a diciembre de 2006, reiterando el sr. Párraga sus reclamos de pago, por cartas documentos obrantes a fs. 31 y 32. 

De las constancias hasta aquí analizadas, no se evidencia –con fundamentos técnicos suficientes- cómo ni cuándo se originaron los desperfectos en la vivienda que denuncia la actora, si ya existían al momento de entregarse el inmueble en locación, o si tales desperfectos se produjeron –como afirma la parte demandada- por el obrar de quien tenía la guarda y custodia del inmueble, a título de locadora. 

No podemos dejar de considerar, el informe producido en esta causa por la Lic. María Elvecia Roldán a fs. 204/205, con motivo de la encuesta ambiental solicitada por ambas partes y del cual surge que la actora y su grupo familiar, ocupan a la fecha de la entrevista otro inmueble que alquilan por la suma de $ 900 mensuales, cuyo pago comparten tres grupos familiares. La Asistente Social informa, que la vivienda está en buenas condiciones, construida con buenos materiales. Da cuenta que la vivienda consta de un patio, en el cual hay tres perros y que para pasar a la pieza que ocupa la actora se debe pasar por el patio, donde están los perros, que “aparentemente no limpian este lugar, porque está cubierto por moscas y bichos”; “que para ingresar a la habitación se pasa pisando la orina y los excrementos de los perros”, que “el dormitorio de la Sra. Claudia Viera, al momento de la visita domiciliaria presentaba desorden total, para abrir la puerta la Sra. tuvo que correr con el pie la ropa sucia tirada en el piso”; “se pudo observar las sábanas, fundas colchas totalmente sucias, montículos de ropa, objetos tanto en el piso como sobre las camas, con una falta total de higiene”; “que no era posible permanecer en el interior de esta habitación por el olor nauseabundo, sumado el olor de los excrementos y de elementos con restos de comida en descomposición, donde se alimentan los perros”; que “la cocina tiene las paredes, pisos y techos cubierto de grasas, del techo cuelgan telas de arañas negras por la grasa”; que “el baño se encontraba al momento de la visita domiciliaria, indescriptible por el desorden y la falta extremada de higiene”; que “el piso de esta casa no se sabe si es de mosaicos, cerámicos o tierra, debido a que está tapado por tierra y suciedad”; que “la pieza armada por un ropero y cortinas que ocupan los hijos de la Sra. Claudia se encontraba en un desorden total, las ropas y las cortinas imposibles de tocar”, para concluir en que “este lugar es inhabitable por la falta de higiene y falta de cuidado de la vivienda alquilada”. 

La Asistente Social da cuenta que le indicó a la actora que no podía continuar viviendo en un lugar insalubre, dado que ello constituye un riesgo para la salud de los moradores, a lo que la misma le contestó que “es pobre” y que “necesito que me den, de este juicio… por lo menos diez mil pesos… y me quedo corta… así podré alquilar otra casa…”. 

De esta prueba surge que no obstante que la nueva vivienda de la actora está bien construida y con buenos materiales, se repite la situación de abandono y falta absoluta de higiene por parte de sus moradores y de cuidado de la misma. 

Ahora bien, por el contrato de locación que ahora nos ocupa, las partes de común acuerdo dejaron constancia que el inmueble locado se encontraba en buenas condiciones, y si los hechos expuestos respecto de las instalaciones eléctricas y cloacas se denunciaron un año y medio después de que la actora habitara el inmueble, no podemos afirmar ni dar probado si tales deterioros o desperfectos, son imputables a un incumplimiento contractual por parte del demandado, o si la vivienda llegó al estado en que fue devuelta (tal como surge del acta constatación de fs. 68/69) por la falta de cuidado por parte de la loadora, de la cosa bajo su guarda o custodia. 

Es decir que en autos no se ha acreditado la imputabilidad del hecho denunciado en cabeza del demandado, pero tampoco se ha demostrado el otro extremo que hace a la admisibilidad de la pretensión de daños y perjuicios, esto es el nexo causal entre los daños denunciados y el hecho que se imputa al demandado. 

En efecto, si las pésimas condiciones de habitabilidad del inmueble que surgen de las actuaciones administrativas labradas por la Municipalidad de San Salvador de Jujuy, recién se hacen públicas en enero de 2007 y si la actora ya detentaba la tenencia del inmueble desde julio de 2005, no podemos afirmar a cual de las partes contratantes son atribuibles tales falencias. De todos modos, tampoco cabe pasar por alto que la actora dejó de pagar los alquileres, en el mejor de los casos, en diciembre de 2006, o desde agosto de ese año, según el locador, permaneciendo en la vivienda hasta después de terminado el contrato, incluso un mes más, con lo cual continuó agravando la situación de falta de salubridad para ella y su grupo familiar, que denuncia en estos obrados. 

Ahora bien, si por vía de hipótesis admitiéramos que el Sr. Párraga alquiló la vivienda con deficiencias en las instalaciones cloacales, en autos no se acreditó tampoco otros de los presupuestos esenciales para que pueda prosperar la acción de indemnización de daños y perjuicios, esto es los daños denunciados bajo los rubros daños físicos y psíquicos de la Sra. Viera y sus hijos menores; incapacidad física; gastos médicos y gastos futuros, y cuya reparación se reclaman. En efecto, de la pericial psicológica cumplidas a fs. 223/224; 334 y vta., surgen que ni la actora ni sus hijos presentan secuela psíquica del período correspondiente de residencia en el domicilio de Villafañe 350 del Barrio Alberdi. Tampoco surgen probadas enfermedades o secuelas discapacitantes que hubieran afectado a los actores, que tengan relación con el hecho que nos ocupa, conforme la pericial médica practicada a fs. 266/268; 281/282; 302/303 y 319/320. Con relación a la inhabilitación laboral que el Dr. Robles Ávalos informa a fs. 268, por cuarenta días, respecto de la Sra. Viera, ya dijimos que no quedó acreditada la relación de causalidad adecuada entre esta consecuencia que informa el perito y algún hecho ilícito que pueda imputarse al demandado. 

3.4. Por último cabe hacer una consideración con referencia al derecho fundamental que invoca la actora, relativo a gozar de un ambiente digno y saludable, como atributo de la personalidad, así como el derecho del hombre a la incolumidad de su cuerpo y de su salud física y mental. 

Es indudable que este derecho, garantizado por nuestra Constitución y Tratados Internacionales que conforman el bloque de constitucionalidad que nos ampara desde la reforma de 1994, debe ser preservado, pero de la prueba producida en autos se advierte que es la propia actora quien continua viviendo en un lugar inhabitable por la falta de higiene y falta de cuidado, al decir de la Asistente Social. Según explicó la actora a dicha profesional, ello se debe a su problema de pobreza. No puede entonces, pretender aliviar esa situación estructural de vida, a costa de un particular. 

3.5. En lo que se refiere a la imputación de degradación del medio ambiente, por parte del propietario del inmueble, por la pérdida de líquido cloacal en esa vivienda, hecho constatado por la Dirección de Obras Particulares de la Municipalidad, por inspección realizada en febrero de 2007 (fs. 9 del Expte. Nº 16-211/2007), tales problemas aparecen solucionados en su totalidad, tal como se informa a fs. 10 vta.; 11 y 12 del citado expediente administrativo. 

4. Por lo hasta aquí expuesto debemos concluir en que no se dan los presupuestos previstos para la procedencia de la acción de indemnización de daños y perjuicios promovida por estos obrados, ni por aplicación de la responsabilidad contractual, por no darse los supuestos de los arts. 520 ss. y ccs. del C.Civil, ni por la responsabilidad extracontractual, por faltar los presupuestos previstos por los arts. 1109, 1113 y ccs. del ibídem, por lo que no cabe más que rechazar esta demanda con costas al actor que resulta vencido (art. 102 del C.P.C.) En cuanto a los honorarios profesionales de los doctores GABRIELA SONIA GAMARRA y HÉCTOR GUILLERMO FIGUEROA, los propongo en las sumas de PESOS UN MIL ($ 1.000) y PESOS SETECIENTOS ($ 700) respectivamente, conforme doctrina del Superior Tribunal de Justicia sobre honorarios mínimos. 

Tal, mi voto. 

Los doctores MARÍA VIRGINIA PAGANINI y VÍCTOR EDUARDO FARFÁN dijeron que adhieren al voto que antecede por compartir los fundamentos y conclusiones a las que arriba, todo lo cual fue materia de deliberación previa. 

Por todo ello, la Sala Primera de la Cámara Civil y Comercial: 

R E S U E L V E 

1°) No hacer lugar a la demanda de daños y perjuicios promovida por CLAUDIA EUGENIA VIERA, por sí y en representación de sus hijos menores, en contra del señor ROLANDO HUMBERTO PÁRRAGA. 

2º) Imponer las costas a la actora que resulta vencida (art. 102 del C.P.C.). 

3°) Regular los honorarios profesionales de los doctores GABRIELA SONIA GAMARRA y HÉCTOR GUILLERMO FIGUEROA, en las sumas de PESOS UN MIL ($ 1.000) y PESOS SETECIENTOS ($ 700) respectivamente, conforme doctrina del Superior Tribunal de Justicia sobre honorarios mínimos. 

4°) Tener presente la reserva del caso federal. 

5º) Regístrese, agréguese copia en autos, notifíquese por cédula, dese intervención a C.A.P.S.A.P. y Dirección Provincial de Rentas.

